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CONCLUSIONES PRELIMINARES
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	No se celebraron el resto de las reuniones previstas en algunos casos por considerarse que los interlocutores no contaban con información relevante y en otros por no encontrase disponibles


1. Conclusiones generales
· Perú cuenta desde el año 2003 con una Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, derecho regulado en el artículo 2 de la Constitución. Sin embargo, dicha ley no establece un órgano rector responsable de la implementación de la ley. Actualmente, dicha labor es realizada por órganos no especializados como la Defensoría del Pueblo en conjunto con la Secretaria de Gestión Pública perteneciente a la Presidencia del Consejo de Ministros.

· Esta realidad demuestra que, al contrario de lo sucedido tras el gobierno de Fujimori, actualmente la Transparencia y Acceso a la Información no es una prioridad para las autoridades. Se engloba bajo el ámbito de lucha contra la corrupción y la Defensoría juega un rol de persuasión pero carece de atribuciones coercitivas y sancionatorias. En el caso de incumplimiento por un requerimiento de acceso a la información, el ciudadano debe recurrir a instancias judiciales. Se reconoce que en muchos casos, incluso ante situaciones de sentencias firmes del tribunal constitucional, estas no se cumplen sin que ello acarree consecuencias debido a que nadie se responsabiliza de realizar el seguimiento.
· Dentro de la Defensoría, tampoco la Transparencia y Acceso a la información son una prioridad estratégica aunque han logrado mantener el nivel de actividades. Las prioridades son: Servicios públicos, Medio Ambiente, Conflictos sociales, Acceso a la justicia, Salud, Educación, Identidad y ciudadanía
· Las funciones de Transparencia y Acceso a la información se encuentran repartidas entre distintas áreas de la Defensoría y convocan a unas 10 personas más los comisionados en cada Oficina defensorial en regiones. No existe una estrategia común al respecto sino que cada área tiene sus planes que trata de coordinar con el resto.
· Adjuntía en Asuntos Constitucionales, responsable de los lineamientos, brindar asesoría y preparar los informes defensoriales.
· Programa de Descentralización y Buen Gobierno (dependiente de la Adjuntía para la Administración Estatal) que realiza labores de seguimiento en Transparencia Activa supervisando los Portales de Transparencia

· Programa de Ética Pública y Prevención de la Corrupción (dependiente de la Adjuntía para la Prevención de Conflictos Sociales y Gobernabilidad) que realiza labores de capacitación y análisis de información
· Oficinas defensoriales (28 a lo largo del país) que reciben las quejas, investigan y emiten oficios e informes defensoriales a las instituciones denunciadas. Es en esta instancia donde se realiza la mayor parte del trabajo de análisis y resolución de las quejas.
· Las Oficinas de Administración y Finanzas, RRHH, Comunicaciones, Planificación y Tecnologías de la Información son staff que prestan apoyo a todas las áreas de la Defensoría (unas 700 personas en total). No cuentan con planes específicos para lo relativo a Acceso a la Información y Transparencia aunque estoy pendiente de confirmarlo. 
· La falta de existencia de un órgano rector lleva a que no existan definiciones y responsabilidades concretas: no existe un ítem específico en el presupuesto, no existen atribuciones en ámbitos de capacitación/difusión que deben abordarse mediante proyectos apoyados por organismos internacionales (PNUD, Millenium, etc), las personas desarrollan además otras labores relacionados con el quehacer de la Defensoría.

· La realidad de cambios políticos genera una gran rotación de funcionarios públicos obligando a que la labor de capacitación resulte menos efectiva de que debiese ser en un entorno más estable. La Defensoría goza de un alto nivel de credibilidad pero la Defensora actual está terminando su periodo y no hay certezas sobre quien liderará la institución y cuáles serán sus prioridades ni su postura respecto a Acceso a la Información y Transparencia. Se menciona recurrentemente la escasa colaboración por parte del poder judicial que es además una de las instituciones con peor nivel de credibilidad en el país por problemas de corrupción.
· Las prioridades son claras:

· Archivos y organización de la información

· Jurisprudencia, sobre todo excepciones a la ley
· Protección de datos personales (por obligación de cumplir con TLC con Europa)
· Capacitación a funcionarios y sociedad civil

· Generar información sobre estado de aplicación de la ley actual (Indicadores)
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